 Radicado: 66001 60 00 00 035 2014 01451 01
Procesado: Jaime Andrés Ocampo Álvarez  

Delito: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Asunto: Confirma sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia – 2ª instancia –12 de septiembre de 2018
Proceso:                


Penal -  Confirma sentencia condenatoria

Radicación Nro. :
  
66001 60 00 00 035 2014 01451 01
Procesado:   


Jaime Andrés Ocampo Álvarez
Magistrado Ponente: 
Jairo Ernesto Escobar Sanz

Temas: 


TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES /  MEDIOS PROBATORIOS/ MATERIAL INCAUTADO POSITIVO PARA COCAÍNA/ TESTIGO DIRECTO DE LA VENTA-/ CREDIBILIDAD/ PRUEBAS TÉCNICAS/ APLICACIÓN PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DE LA CSJ/ REQUISITOS DEL ARTÍCULO 381 CPP/  CONDENA / CONFIRMA

Sobre el tema se debe agregarse que en CSJ SP del 11 de julio de 2017 radicado 44997, se dijo que esa Corporación venía considerando la existencia en el tipo penal del artículo 376 del C.P de “elementos subjetivos distintos de dolo, elementos subjetivos del tipo o elementos subjetivos del injusto” para examinar lo concerniente a la finalidad de la persona que realizaba la conducta descrita en el tipo penal
(..)
Con base en ese precedente se debe tener en cuenta que en el presente caso la declaración del patrullero Romero Parra, quien intervino en la captura al procesado indica claramente que fue testigo directo del acto de venta de estupefacientes realizado por el procesado, lo que igualmente lleva inferir que las 23 papeletas restantes que contenían la sustancia que fue identificada como positiva para cocaína, eran portadas por el procesado con el propósito de expenderlas, sobre el cual debe decirse adicionalmente que se trató de un testigo cuya credibilidad no fue impugnada por la defensa, por lo cual la Sala no advierte que exista algún motivo para dudar de la veracidad de sus manifestaciones frente al señalamiento que le hizo al acusado por el acto de venta de las sustancias que fueron identificadas como positivas para cocaína, con las pruebas técnicas introducidas al proceso.

Por las razones antes enunciadas se considera que en el caso sub examen, se cumplían los requisitos del artículo 381 del CPP para dictar una sentencia condenatoria en contra del procesado JAOA, por lo cual se confirmará la decisión de primera instancia.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Proyecto aprobado mediante acta Nro. 768 del siete (7) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)
Pereira, doce (12) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 8:30 a.m.  
	Radicación
	66001 60 00 035 2014 01451 01

	Procesados
	Jaime Andrés Ocampo Álvarez

	Delito
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes

	Juzgado de conocimiento
	Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira -Risaralda

	Asunto
	Resolver el recurso de apelación contra la sentencia condenatoria de primera instancia.


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira del 17 de noviembre de 2016 mediante la cual se condenó al señor Jaime Andrés Ocampo Álvarez como autor del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.
2. ANTECEDENTES
2.1 El supuesto fáctico que obra en el escrito de acusación es el siguiente: 

“El día 30 de marzo del 2014, siendo las 15:33 horas se encontraban los agentes del orden patrullando por el sector el barrio los andes carrera 12 bis con calle 5 de esta ciudad, se desplazaban en el vehículo asignado  a la sijin, al momento de pasar por el sector observaron a una distancia de 4 metros aproximadamente un ciudadano quien vestía gorra color azul camisa blanca, jeans color negro, contextura delgada, color de piel trigueño, de bigote y aspecto descuidado y un joven que vestía camisa esqueleto color negro, pantaloneta color roja, tenis color negro y en su cabeza una gafas negras, de contextura delgada, piel morena, estatura mediana, como este joven hacia entrega de una papeleta en forma cuadrada a rayas de color amarillo, por lo que procedió a dirigirse al sitio donde se encontraban al abordar al sujeto de mayor edad y con apariencia descuidada, quien hizo un movimiento rápido guardando dentro de su camisa a la altura del hombro, por lo cual le solicitaron la papeleta, el joven la entrega, aduciendo que solo estaba comprando la papeleta para su dosis, y que la persona con la que estaba se la había vendido por la suma de dos mil pesos, una vez identificado el joven como Jaime Andrés Ocampo Álvarez como la persona que vendió la papeleta, por lo cual le hicieron una requisa, y le hallan en la pretina trasera de su pantaloneta una bolsa plástica transparente contentiva de 23 papeletas contentivas de sustancia pulverulenta, así mismo le hallaron la cantidad de quince mil pesos de dinero en efectivos en diferentes denominaciones, a quien se le entero de los derechos del capturado, siendo dejado a disposición del fiscal de la URI.

Al material incautado se le realizo prueba preliminar de campo por parte del perito Sebastián Giraldo Guerrero, arrojando un peso neto de 2.3 gramos y 0.1 gramos dando positivo para cocaína
 

2.2 Las audiencias preliminares de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento se surtieron ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira, el día 31 de marzo de 2014 (folio 7). En dicho acto la FGN le imputó cargos al señor Ocampo Álvarez por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, verbo rector “vender”, los cuales no aceptó. 
2.3 El Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira asumió el conocimiento de la causa (fl 1). El 30 de septiembre de 2014 se llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación (fl 9). La audiencia preparatoria tuvo lugar el 5 de agosto de 2015 (fl 16). El juicio oral se celebró el 25 de octubre de 2016 (fl 63 a 65). La sentencia condenatoria fue proferida el 17 de noviembre de 2016 (fl 67 a 72). 

2.4 La defensora interpuso recurso de apelación en contra de dicho fallo (fl. 74 a 77).
3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO
Se trata de Jaime Andrés Ocampo Álvarez, se identifica con la cédula de ciudadanía No. 1.088.332.957 expedida en Pereira, nació el 07 de diciembre de 1995 en Pereira, es hijo de Jaime y Mariela, de ocupación estudiante. 
4. SOBRE LA SENTENCIA OBJETO DEL RECURSO

Los fundamentos del fallo de primera instancia se pueden sintetizar así:
· En el presente caso, el juez del conocimiento consideró que con base en las pruebas presentadas en el juicio oral por la delegada de la FGN, concretamente en el testimonio del patrullero Rafael Antonio Romero Parra, se había demostrado el acto de venta de sustancias estupefacientes que fue atribuido al procesado, para lo cual hizo referencia a las manifestaciones del citado testigo en el sentido de que pudo presenciar el momento en que se efectuó una transacción, en la cual el señor Ocampo Álvarez recibió un elemento que daba muestras de ser un billete y le hizo entrega de una papeleta a una persona, indicando que abordaron al adquirente de la sustancia quien manifestó que sólo estaba comprando una dosis del material conocido como bazuco y que el joven era el que le había vendido la sustancia, por lo cual procedieron a registrar a Jaime Andrés Ocampo y le encontraron una bolsa con 23 papeletas del mismo material, lo mismo que la suma de $15.000, lo que originó su retención. 
· Igualmente el funcionario de primer grado hizo referencia en su fallo a los dictámenes que se introdujeron con el perito Sebastián Ariel Giraldo Guerrero en lo relativo al informe de investigador de campo sobre la prueba de identificación preliminar y pesaje de las sustancias incautadas que fueron identificadas como positivas para cocaína, arrojando la primera muestra un peso neto de 2.3 gramos y la segunda de 01 gramos, el cual fue complementado con el concepto que sustentó en el juicio el perito Wilmar Alexander Ariza García, quien dictaminó que en el examen de laboratorio se había establecido que las muestras que examinó contenían cocaína

· En consecuencia consideró que en este caso y con base en el testimonio del PT Romero Parra se había acreditado plenamente la conducta de venta de estupefacientes atribuida al procesado, considerando el A quo que se debía otorgar plena credibilidad a las manifestaciones del citado miembro de la SIJIN, ya que no existían motivos que permitieran poner en duda su declaración en torno a lo que le tocó presenciar sobre la transacción que se realizaba con la sustancia controlada en el sector del barrio “Los Andes”, la cual se realizó en horas diurnas y fue vista desde un vehículo que no tenía distintivos policiales por lo que no era factible que el comprador y el vendedor de la sustancia tuvieran algún estado de prevención al momento de realizar esa negociación ilícita. Por lo tanto consideró probada la venta del estupefaciente por parte del acusado, situación que se confirmó con el hallazgo en su poder de otras 23 papeletas de la sustancia llamada bazuco que tenían características similares a la que se le decomisó al adquirente de la misma, estando comprobado además con los dictámenes de técnicos que se trataba de una sustancia positiva para cocaína. 

· En consecuencia consideró que estaba probada la existencia de una conducta dolosa atribuir al procesado relacionada: i) con la venta de la sustancia controlada, lo que dio lugar a su captura; y ii) con la tenencia de las demás porciones del mismo material, lo que resultaba indicativo del ánimo del procesado de comercializar sustancias psicoactivas, para lo cual se debía tener en cuenta que en este evento se presentó una situación típica de flagrancia en lo relativo a la negociación del material incautado y por ello el A quo estimó que en el caso sub examen, se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP, para dictar una sentencia de condena en contra del procesado. 
· Al hacer el ejercicio de dosimetría penal el juez de conocimiento le impuso al señor Jaime Andrés Ocampo Álvarez una pena de 64 meses de prisión y multa equivalente a dos SMLMV, para el año 2014 y le impuso como pena accesoria la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término fijado en la pena de prisión. Al sentenciado se le negó el subrogado de la condena de ejecución condicional en razón de la prohibición expresa que establece el artículo 68 A del CP, en razón de la naturaleza del delito investigado 

La decisión fue apelada por la defensora del acusado 

5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO

5.1 Defensa (Recurrente)

(Sinopsis) 
· La FGN no demostró en el juicio oral que su patrocinado hubiera incurrido en la conducta de venta de estupefacientes, ya que en su criterio del testimonio del patrullero Rafael Arturo Romero no se deduce que el señor Ocampo estuviera realizando esa conducta, pues si se examina la declaración que entregó en el juicio el citado agente este fue claro al manifestar que no sabía que tipo de transacción se estaba realizando entre el acusado y la persona a quien se le encontró la papeleta de bazuco durante el procedimiento policial, ni tampoco el citado urbano vio algún billete que se le hubiera entregado como consecuencia de esa transacción, hasta el punto de que se tuvo que requisar al señor Ocampo para descubrir el resto del estupefaciente que portaba entre sus ropas.  
· Si los agentes captores estaban tan cerca de las personas que intervenían en ese comercio ilícito debieron haberlos encontrado con los objetos en la mano (se entiende la droga y el dinero), pese a lo cual tuvieron que requisar a su representado para manifestar que se le había encontrado sustancia estupefaciente, porque en el juicio nunca se pudo establecer lo relativo a la otra papeleta, quien la portaba, ni a quien se le incautó pues al juicio solamente compareció el citado Patrullero, quien le practicó el registro al procesado.
· El hallazgo de una suma de dinero en poder de su defendido no constituye un hecho indicante sobre la venta de sustancias sicoactivas, máxime si la cantidad de droga que se le incautó fue mínima.
· En este caso no se demostró a que persona le estaba vendiendo droga el acusado, ni la cantidad de la sustancia de presuntamente negoció con la persona que fue mencionada como adquirente de la misma, fuera de que los miembros de la Policía Nacional no llevaron a las audiencias preliminares al presunto comprador del material, ni entregaron ningún dato que permitiera su identificación para facilitar su comparecencia al juicio, lo que debió hacer la FGN, pese a lo cual se condenó al procesado por un acto de  venta de estupefacientes que no estaba demostrado.
· Con los peritos que declararon en el juicio solamente se probó la existencia de la sustancia estupefaciente, pero en ningún caso se demostró que su representado fuera el vendedor de la misma y además tampoco estableció lo relativo a la segunda muestra que fue analizada y que tuvo un peso de 0.1 gramos, ya que el PT Romero solamente manifestó haber incautado 2.3 gramos de sustancia estupefaciente al señor Ocampo Álvarez y tampoco se allegó al juicio el acta de incautación de ese material, ya que en la vista pública solamente declaró el citado patrullero 

· El juez de conocimiento hizo referencia en su decisión de actos que no tenían relevancia para definir la responsabilidad de su defendido, como el hecho de que hubiera manifestado inicialmente que era menor de edad, lo que no se podía tomar en su contra en virtud de la garantía de no incriminación que establece el  artículo 33 de la CP.
· En este caso solamente se probó que el acusado llevaba consigo 2.3 papeletas de una sustancia estupefaciente y en ningún momento se le imputó la conducta bajo el verbo rector “llevar consigo”, que era el comportamiento por el cual debió haber sido sentenciado el señor Ocampo, ya que nunca se probó que hubiera incurrido en actos de venta de estupefacientes 

· No se podía dictar una sentencia de condena con base en testimonio del mencionado Patrullero y con prueba de referencia, por lo cual solicita la revocatoria del fallo de primer grado.

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1 Competencia

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.
6.2 Problema jurídico a resolver
6.2.1 En atención a la argumentación de la recurrente se debe resolver lo concerniente al grado de acierto de la sentencia de primera instancia, donde se condenó a Jaime Andrés Ocampo Álvarez (en lo sucesivo JAOA), como autor de la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (artículo 376 inciso 2 del C.P.), bajo la inflexión verbal “vender”, ya que el juez de conocimiento consideró que con el testimonio del PT. Rafael Arturo Romero Parra se demostró plenamente que el procesado estaba efectuando actos de venta de estupefacientes en el sector del barrio “Los Andes”, lo que originó su captura en flagrancia por parte de miembros de la SIJIN que lo vieron realizar esa actividad ilícita.
6.2.2 En el factum del escrito de acusación
, se manifestó que el 30 de marzo de 2014 en el sector de la carrera 1 Bis con calle 5 de esta ciudad, se observó a un joven cuando entregaba a otra persona una pepeleta cuadrada a rayas, de color amarilla, a una persona de mayor de edad, quien al ser abordado por unos miembros de la SIJIN, trató de ocultarla aduciendo que solo estaba comprando su dosis y les indicó que el joven que estaba a su lado, quien fue identificado como JAOA se la había vendido por $2.000, por lo cual lo requisaron, hallando en su poder otras 23 papeletas con sustancia pulverulenta y la cantidad de $15.000 en billetes de diferentes denominaciones, por lo cual se hizo efectiva su captura. Igualmente se mencionó que con las pruebas técnicas pertinentes se estableció que la sustancia incautada presentaba estas características: Muestra No 1, peso neto 2.3 gramos. Muestra No 2. Peso neto de 0.1 gramos. Ambas positivas para cocaína. 

6.2.3 Las circunstancias que propiciaron la captura del procesado fueron comprobadas con el testimonio que rindió en el juicio oral el patrullero Rafael Arturo Romero Parra, cuyos apartes más relevantes son los siguientes: i) el 30 de marzo de 2014 se encontraba laborando en la SIJIN de Pereira; ii) luego de consultar el informe ejecutivo que se le puso de presente, expuso que ese día se estaba realizando labores propias de policía en el sector de “Corocito”, barrio “Los Andes” de esta ciudad; iii) se transportaba en un vehículo institucional con otros dos compañeros adelantando actividades ordenadas por la jefatura de seccional tendientes a la prevención del tráfico de estupefacientes; iv) al llegar a ese barrio a mitad de la cuadra observaron a un sujeto que le hizo entrega de algo a un joven; v) al ubicarse a una distancia de 4 metros observaron como el joven le pasó una papeleta al señor que lo acompañaba; vi) en ese momento se bajaron del vehículo, y abordaron al hombre de mayor edad, quien se mostró nervioso y trató de ocultar lo que había recibido, manifestando  “agente no estoy haciendo nada malo, solo estoy comprando una papeletica de bazuco”, vii) esta persona les informó que el joven fue quien le suministró la sustancia por la cual pagó $2.000, lo que permitió comprobar que se trató de un acto de venta de estupefacientes, aunque no pudo precisar la denominación del billete que recibió el procesado; viii) observaron que se trataba de una papeleta blanca con rayas amarillas, por lo cual requisaron al joven, y le solicitaron que entregara una bolsa que tenía en la pretina que contenía 23 papeletas con material pulverulento, que tenían características similares a las que recibió el señor de más edad, quien accedió a darles una entrevista; ix) igualmente incautaron la suma de $15.000 que tenía el procesado en su poder; y x) seguidamente le dieron captura a JAOA, a quien identificó como la persona que estaba presente en la Sala de Audiencias, el cual les manifestó en ese momento que era menor de edad, lo que se desvirtuó posteriormente, al conducirlo a la Unidad de Infancia y Adolescencia. 
Con el PT Romero se introdujeron las actas de “Actuación de primer respondiente”, donde se describieron los elementos incautados al procesado
 
6.2. 4 Lo concerniente a la identificación, peso y características de la sustancia incautada al procesado en el operativo al cual hizo referencia el PT Romero, se estableció en el juicio así:

6.2.4.1 El perito Sebastián Ariel Giraldo Guerrero al sustentar su informe
 expuso lo siguiente: i) analizó dos muestras de sustancia estupefaciente, las cuales arrojaron resultado positivo para cocaína y sus derivados; ii) la muestra número uno que constaba de 23 papeletas de color blanco con franjas amarillas que tenían una sustancia pulverulenta de color habano arrojó un peso bruto de 12.7 gramos y un peso neto de 2.3 gramos; y iii) la muestra número dos tuvo un peso bruto de 7.5 gramos y un neto de 0.1 gramos y esa evidencia era una papeleta de color blanco con franjas amarillas, que tenía en su interior una sustancia en polvo de color habano. 

6.2.4.2 Por su parte con Wilmar Alexander Ariza García, quien dijo ser profesional universitario forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, se introdujo el informe que presentó a efectos de establecer la prueba de certeza e identificación plena de la sustancia incautada al señor JAOA,
 y luego de explicar el procedimiento utilizado para su estudio, manifestó que la interpretación de los resultados le permitió concluir que las dos muestras analizadas en el laboratorio corresponden a una sustancia que contenía cocaína y que el peso neto de la muestra uno que le fue allegada  fue de 2.11 gramos y de 0.1093 gramos para la muestra dos..

6.3 En el presente caso hay que manifestar inicialmente que en aplicación del principio de congruencia, se debe tener en cuenta que en la audiencia de formulación de imputación se le presentaron cargos al señor JAOA, por violación del artículo 376, inciso 2º, bajo la inflexión verbal “vender”
, que fue reiterada en el 
escrito de acusación
 y en la audiencia de formulación de acusación, según el acta levantada en esa oportunidad
 

6.4 Para la Sala el testimonio del Patrullero Romero Parra goza de plena credibilidad en lo relativo a las circunstancias que motivaron la detención del procesado por estar efectuando actos de venta de sustancias estupefacientes, cuyo peso e identificación se acreditó con los dictámenes a los que se hizo referencia, ya que no se observa ningún tipo de contradicción relevante en sus manifestaciones sobre el operativo en que se dio captura en flagrancia al señor JAOA, por incurrir en esa conducta delictiva, para lo cual se debe tener en cuenta que precisamente el hecho de que los miembros de la SIJIN se transportaran en un vehículo que no tenía distintivos policiales, les facilitó que pudieran observar la transacción que estaban realizando el acusado y la persona que adquirió la papeleta de bazuco, hecho que fue presenciado por el citado Patrullero, quien narró con detalle en el juicio, los pormenores de ese procedimiento, en medio del cual el adquirente de la sustancia controlada expuso que le había pagado a JAOA la suma de $2.000 por una papeleta de esa sustancia que fue hallada en su poder, lo que hizo que se le practicara un registro al procesado donde se descubrió que ocultaba entre sus ropas 23 papeletas más del mismo material, con presentación similar a la que le fue decomisada al comprador de la droga, lo que demuestra que la FGN acreditó el contexto fáctico de la acusación presentada contra el citado ciudadano por vender estupefacientes, hecho que no fue desvirtuado en el proceso, por lo cual se entiende que en aplicación del principio de necesidad de prueba que establecen los artículos 372 y 381 del CPP, se demostró tanto la existencia de la conducta punible investigada como la responsabilidad del procesado.
6.5 Sobre el tema se debe tener en cuenta lo expuesto en CSJ SP del 6 de abril de 2016, radicado 43512, donde se dijo lo siguiente:

“(...) 

“... En reciente decisión (CSP SP mar. 9 de 2016, rad. 41760), la Corte estableció la necesidad de definir si en el proceso se está juzgando a un enfermo o a un infractor de la ley, pues la jurisdicción penal solamente tiene competencia para ocuparse de la conducta de éstos últimos, lo cual implica distinguir en ese contexto las circunstancias específicas del caso que permitan adoptar la decisión que corresponda.

Se destacó la atipicidad de la conducta para los consumidores o adictos siempre que la finalidad sea la de su consumo personal, lo que puede desvirtuarse en cada caso según las circunstancias modales, temporales o espaciales, como cuando la cantidad supera exageradamente la requerida por el consumidor, adicto o enfermo, o la intención es sacarla o introducirla al país, transportarla, llevarla consigo, almacenarla, conservarla, elaborarla, venderla, ofrecerla, adquirirla, financiarla, suministrarla o portarla con ánimo diverso al consumo personal.   
(...) .

En otras palabras concluyentes, en el proceso penal se debe establecer si se está ante un enfermo o un criminal, pero no se trata de condenar o de absolver a un enfermo con argumentos caprichosos o arbitrarios. De la conducta del primero se deben ocupar las autoridades de salud, pero para ello no solamente se debe demostrar que es un consumidor, también ha de probarse que la sustancia es para el consumo personal y en una cantidad que solamente sea compatible con ese propósito y su necesidad, pues si no se dan estrictamente estos supuestos, su proceder, a pesar de ser un enfermo, adicto o un consumidor, infringirá la ley penal y deberá ser juzgado por los jueces de la República, como cuando la droga portada (en su totalidad o parte de ella) la destina a la venta, distribución, comercio o tráfico, o también cuando la almacena en cantidades no requeridas, por citar algunos ejemplos...”. (Subrayas ex – texto) 
6.6 Sobre el tema se debe agregarse que en CSJ SP del 11 de julio de 2017 radicado 44997, se dijo que esa Corporación venía considerando la existencia en el tipo penal del artículo 376 del C.P de “elementos subjetivos distintos de dolo, elementos subjetivos del tipo o elementos subjetivos del injusto” para examinar lo concerniente a la finalidad de la persona que realizaba la conducta descrita en el tipo penal.

En el fallo antes citado se dijo que: “ese ánimo ulterior asociado con el destino de las sustancias que se llevan consigo, distinto al consumo personal, puede ser demostrado a partir de la misma información objetiva recogida en el proceso penal”.

6.7 Con base en ese precedente se debe tener en cuenta que en el presente caso la declaración del patrullero Romero Parra, quien intervino en la captura al procesado indica claramente que fue testigo directo del acto de venta de estupefacientes realizado por el procesado, lo que igualmente lleva inferir que las 23 papeletas restantes que contenían la sustancia que fue identificada como positiva para cocaína, eran portadas por el procesado con el propósito de expenderlas, sobre el cual debe decirse adicionalmente que se trató de un testigo cuya credibilidad no fue impugnada por la defensa, por lo cual la Sala no advierte que exista algún motivo para dudar de la veracidad de sus manifestaciones frente al señalamiento que le hizo al acusado por el acto de venta de las sustancias que fueron identificadas como positivas para cocaína, con las pruebas técnicas introducidas al proceso.
6.8 Por las razones antes enunciadas se considera que en el caso sub examen, se cumplían los requisitos del artículo 381 del CPP para dictar una sentencia condenatoria en contra del procesado JAOA, por lo cual se confirmará la decisión de primera instancia.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, del 17 de noviembre de 2016, en la cual se condenó al señor Jaime Andrés Ocampo Álvarez, por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (artículo 376, inciso 2º C.P.), en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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